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FUNCIONARIOS RESTITUIDOS DEL ESTADO 
LEY N” 15.783 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 9 de mayo de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Abdala y José Luis Blasina. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señora Representante Eleonora Bianchi. 


INVITADOS: Por la delegación de funcionarios restituidos del Estado (Ley_N* 15.783), señores Pedro 
Puppo, Cervantes Pernas, Jorge González, Raúl Aristegui, Rodolfo Mesones, Hugo Sanz, 
Liber Olivera y la señora Gladys Silvera Ezquerra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida a la señora Gladys Silvera Ezquerra, y a los señores Pedro 
Puppo, Cervantes Pernas, Jorge González, Raúl Aristegui, Rodolfo Mesones, Hugo Sanz y Líber Olivera, 
funcionarios destituidos del Estado. 


SEÑOR PUPPO.- Agradecemos a la Comisión de Seguridad Social que nos esté recibiendo en el día de 
hoy. Queremos recordar que hemos enviado a cada uno de sus miembros un repartido. Por otra parte, 
ya hemos concurrido a esta Comisión y esta es la tercera vez que lo hacemos, en el entendido de que los 
funcionarios restituidos del Estado por la Ley N” 15.783 reclaman un derecho que les corresponde. ¿Y 
por qué? Porque en 1992 se abrió un plazo para los funcionarios restituidos de ANCAP con el fin de 
acceder a este beneficio. Entonces, nosotros entendemos que a partir del precedente sentado para esos 
funcionarios restituidos, ese beneficio les correspondería a todos por el principio de igualdad ante la 
ley. 


Ahora nosotros hemos retomado fuerza sobre el tema y se han mandado notas al Poder Ejecutivo, al Poder 
Legislativo y a la Mesa Política solicitando que el tema de los funcionarios públicos restituidos del Estado 
sea incluido en la agenda del Gobierno del año 2007 


También hay que considerar que hubo víctimas del terrorismo de Estado, perjudicados por la dictadura 
militar, gente que estuvo diez años sin trabajo, que fue echada a la calle, muchos se exiliaron, algunos se 
autoeliminaron, otros tuvieron que agarrar cualquier posibilidad de trabajo que se les ofrecía. Es decir que se 
trató de gente muy perjudicada. Nosotros propusimos un artículo para que en la Ley_N? 18.033 -relativa a 
presos políticos, clandestinos y exiliados- se incluyeran esos casos, pero no fue así, si bien nosotros tenemos 
claro que ellos estaban primeros porque no habían sido reparados. 


Cuando hacemos estos planteos se nos dice que ya fuimos reparados, y nosotros agradecemos haber 
recuperado un trabajo y haber recibido una diferencia de sueldo, pero queda pendiente el beneficio 
jubilatorio, porque no vamos a aceptar que no se nos reconozca ese derecho. No queremos recurrir a otras 
vías, aunque sí lo podríamos hacer. Pensamos que eso podría hacerse a través de una ley que extendiera ese 
derecho, ese beneficio a todos los funcionarios restituidos del Estado. 


Por otra parte, creemos que si hay diálogo se pueden buscar acuerdos; posibilidades de acuerdo hay, e 
inclusive, en una oportunidad planteamos que en una primera instancia se podría dar el beneficio a aquellos 
funcionarios restituidos que al momento de promulgarse esta supuesta ley estuviesen en actividad. Y 
entonces sí proceder a la reforma de la cédula jubilatoria de aquellos pasivos que no pudieron acceder al 
beneficio jubilatorio que establece el artículo 18, para lo cual se daría un plazo, una financiación a efectos de 
que el BPS pudiera abocarse a este tema. 


Pero también a veces nos preguntan cuántos somos nosotros. Y nosotros decimos que el tema no es de 
número sino de si hay derecho o no lo hay. Nosotros tenemos planteado el tema en este sentido y creemos 
que si no obtenemos una respuesta vamos a recurrir a otra vía para reclamar este beneficio. 


Este artículo 18 también dejó en una situación de retiro privilegiado a un pasivo y a otro sumergido, lo que es 
insólito porque estamos hablando del mismo perseguido político. Entonces nosotros pedimos que esta 
Comisión, que es un poco la caja de resonancia de toda una comunidad, comprenda nuestro petitorio y lo 
haga llegar a las autoridades. 


Esto es todo lo que quería decir y agradezco la recepción de esta Comisión. 
SEÑOR PERNAS.- Queremos decir dos cosas fundamentales. 


Como dice el compañero, fuimos restituidos con el trabajo, pero no fuimos indemnizados por los diez años 
que estuvimos sin trabajar. Con respecto a este tema, hoy contamos con el apoyo de COFE y también con el 
de CRYSOL, que ha sacado dos resoluciones. Una de ellas surgió de una asamblea que tuvo lugar en la sede 
del UNTMRA, y su artículo 4” dice así: "Encomendamos a CRYSOL y a la Comisión de Asuntos Políticos y 
DDHH a que lleve a cabo todas las gestiones, tratativas y acciones políticas destinadas a lograr que quienes 
no fueron efectivamente reparados por la Ley_N* 15.783 puedan disfrutar de los beneficios otorgados por la 
presente ley y que quienes estén jubilados puedan sumar a su jubilación la pensión especial reparatoria que se 
otorga para resarcir los daños a nivel previsional ocasionados por la tortura y prisión que padecieron". 


Como ustedes saben, el próximo sábado, a la hora 15, tendrá lugar una asamblea de CRYSOL en el local de 
AUTE. En el inciso c) de la Comisión Política se expresa lo siguiente: "c) iniciar la movilización a los 
efectos de impulsar la aprobación de una ley complementaria de la Ley N* 18.033 que nos permita superar las 
insuficiencias y carencias que ella presenta (amparados a ley 15.783, etc)". 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quiero agradecer a la Comisión que nos reciba para exponer nuestro petitorio. 


Los funcionarios del Estado fueron reparados por la Ley_N” 15.783, aunque no todos. Hubo un grupo de 
funcionarios que por desconocimiento, por no haber reservado la jubilación, y porque nadie les informó, 
quedaron fuera de esta ley. Hubo gente que se jubiló; hace poco había reservado la jubilación. El tema es que 
nosotros tenemos el antecedente de los funcionarios de ANCAP, dado que en el año 1992 se votó una ley 
fuera de plazo y se acogieron a su artículo 18. Entonces yo digo: acá hay que contemplar a todos los 
funcionarios, yo estuve diez años afuera, y si bien me dieron el trabajo, no me repararon en nada, ni siquiera 
en grados. En esas condiciones empecé a trabajar, y como yo hay una cantidad de funcionarios en esa 
situación. Algunos fueron reparados, pero hay un montón que no; para que la cosa sea más justa me parece 
que todos los funcionarios restituidos del Estado deberían tener el mismo derecho. Los que ya se jubilaron 
por la Ley N? 15.783 por supuesto que no van a estar comprendidos, pero los que se jubilaron por la ley 
común tienen derecho a reformar su cédula jubilatoria. Por ejemplo, un funcionario de baja jerarquía que 
ahora está jubilado por la ley de destituidos percibe $ 10.000 o $ 11.000 y uno que se jubiló por la ley común 
percibe $ 4.500 o $ 5.000. Me parece que eso no es justo. 


SEÑOR PUPPO.- El tema nuestro es de justicia, de equidad. Nada fue más inequitativo que lo que 
sucedió en el año 1992 cuando, de acuerdo con la Ley N” 16.320, se otorgó la posibilidad de acceder al 
beneficio jubilatorio por el artículo 18 solamente a los funcionarios de ANCAP. Si hay algo inequitativo 
es eso. Creo que dudas en cuanto a los derechos no hay. 


El compañero Pernas hablaba de aquellos que no hubieran sido efectivamente amparados. Se refiere a 
aquellos que no lograron acceder a este beneficio; se trata de un tema de igualdad. 


SEÑOR BLASINA.- Tengo algunas dudas. Recuerdo lo que ustedes dijeron cuando concurrieron a esta 
Comisión en otras oportunidades y además figura en la versión taquigráfica. Recuerdo -esto se puede 
verificar- que la inclusión de los trabajadores de ANCAP fue porque no habían sido tenidos en cuenta 
inicialmente en la Ley N” 15.783. No es el mismo caso de otros funcionarios que sí reingresaron porque 
se les dio la opción cuando se puso en vigencia la Ley _N” 15.783. Podían optar por reintegrarse a su 
lugar de trabajo o, si tenían más de diez años de antigiiedad previo al cese, podían acogerse al beneficio 
de una jubilación especial con el 125% del sueldo en actividad. 


Quisiera saber si lo que ustedes están planteando se refiere a aquellos trabajadores o trabajadoras que en 
aquel momento optaron por reintegrarse... 


SEÑORA SILVERA.- Si, es mi caso. 
SEÑOR BLASINA.- Esa fue una opción que estaba marcada por esa ley. Se optaba por regresar o por 


jubilarse. Por ejemplo, en el caso de los docentes se establecía la recomposición de la carrera 
administrativa... 


SEÑORA SILVERA.- No hubo recomposición. 
SEÑOR BLASINA.- Hubo a posteriori... 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita que no dialoguen; luego le daremos la palabra a la señora 
Silvera. 


SEÑORA SILVERA.- Hubo un reconocimiento de los años no trabajados y eso permitió jubilarse. 
Nada más. Estaba de tal manera instrumentado por el Consejo de Educación Primaria y de 


Secundaria que el maestro destituido no pudo recomponerse, no pudo acceder a ningún otro trabajo, 
ni a la Dirección o Inspección. Entonces, fuimos perjudicados en la carrera. 


SEÑOR BLASINA.- Lo que quiero decir con respecto a los docentes es lo siguiente. No es porque lo 
diga yo, sino que es lo que realmente sucedió. Los docentes que decidieron reintegrarse lo hicieron con 
el requisito que establecía la ley, es decir, que fuera recompuesta su carrera administrativa... 


SEÑORA SILVERA.- ¿En qué consiste esto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a la señora que deje expresarse al señor Diputado Blasina y luego le 
damos la palabra. 


SEÑOR BLASINA.- Insisto en que eso que estaba establecido en la ley, en la práctica no se cumplió... 
SEÑORA SILVERA.- No. 
SEÑOR BLASINA.- Le pido que me deje terminar y después va a tener tiempo para intervenir. 


Decía que eso no se cumplió, y lo que comenzaron a reclamar las y los docentes era una reparación por el 
incumplimiento de una ley. Habían optado por reintegrarse al trabajo, a la función docente, pero no se les 
había recompuesto la carrera administrativa, en la gran mayoría de los casos, salvo excepciones. Eso suscitó 


el tratamiento de un proyecto de ley en la Legislatura anterior, que duró más de dos años; el asesor de la 
Comisión me podrá corregir si no es así. Para no hacerle la historia larga, en definitiva se terminó 
reconociendo el derecho y la aplicación del artículo 18, pero en función... 


SEÑORA SILVERA.- La idea era... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le pido a la señora que deje expresar al señor Diputado. 


SEÑOR BLASINA.- Adelante, que hable. 


SEÑORA SILVERA.- Quiero decirle que la idea en ese momento era que nos reintegráramos al 
trabajo, aunque fuera beneficioso jubilarse. ¿Comprende? Deberíamos volver a un trabajo del cual nos 
echaron, con la misma dignidad con la que nos fuimos. 


SEÑOR BLASINA.- Lo que estoy diciendo, no solo a usted sino a todos, es lo que sucedió realmente, no 
lo que presumo que sucedió. Por favor, compañera. Reitero que lo que sucedió es lo que acabo de 
describir y todo figura en la versión taquigráfica. Se aprobó un proyecto de ley en ambas Cámaras en 
la Legislatura anterior, que fue vetado por el Poder Ejecutivo de entonces. Se convocó a la Asamblea 
General y entre los legisladores de todos los partidos logramos levantar el veto del Poder Ejecutivo. Ese 
proyecto quedó en vigencia en función del reclamo planteado en virtud de que no se estaba aplicando 
lo que establecía la Ley N” 15.783 en cuanto a la recomposición de la carrera. En el momento en que se 
plantea el tema, bastante después de 1985, ya no se podía recomponer la carrera; era imposible volver 
atrás. Entonces, lo que se reclamaba era la aplicación del artículo 18 para poder jubilarse. Eso fue lo 
que se aprobó en el proyecto de ley alrededor del 2002. Esa iniciativa tenía que ver con una situación 
particular y yo la quería señalar porque no es un caso similar al de ustedes. 


Yo mencionaba recién el caso de los trabajadores de ANCAP. Ninguno de los que estamos acá estábamos en 
aquel momento en el Parlamento, porque fue en el año 1992. Lo que sucedió fue que no habían sido tenidos 
en cuenta en el literal c) del artículo 18. Es una situación objetivamente diferente a la de los trabajadores del 
Estado que sí pudieron optar en el momento de la vigencia de la Ley N* 15.783. Eso ya quedó establecido en 
conversaciones que mantuvimos anteriormente. Insisto en que esto no es una afirmación mía, sino que es 
realmente así. Son casos distintos; el ingreso de los trabajadores de ANCAP se debió a que se había omitido 
incluirlos en la Ley N* 15.783, y los demás pudieron optar al momento de la vigencia de la ley por reingresar 
al lugar de trabajo o, si tenían diez años de antigiedad al momento del cese propiciado por la dictadura, 
podían acogerse a una jubilación especial. Eso es lo que planteaba la Ley N* 15.783. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Adelanto que si el Poder Ejecutivo remitiera un proyecto de ley en el 
sentido de lo que acá se reclama, por supuesto que lo votaríamos gustosos, con la salvedad implícita de 
que estamos frente a un tema cuya eventual dilucidación o resolución favorable depende 
inexorablemente de la voluntad del Poder Ejecutivo. A ustedes eso les consta tan bien como a nosotros. 
Por supuesto que en esto los partidos que estamos en la oposición no podemos manejarnos con 
voluntarismos. Me da la impresión de que hay un aspecto medular, central, que sería bueno que la 
Comisión analizara y develara y que tiene que ver con el antecedente de 1992. Surge de la propia 
exposición que formularon y ha quedado claramente establecido en el curso del intercambio de ideas 
que estamos teniendo. 


Desde ese punto de vista, y en función de que es un tema recurrente en la Comisión -creo que esta es la 
tercera o la cuarta visita de ustedes a lo largo de estos dos años de la actual Legislatura-, me parece que 
deberíamos ir definiéndolo o canalizándolo en un sentido positivo o bien asumiendo que es de difícil o 
imposible cumplimiento. Creo que para eso es indispensable conocer oficialmente la posición del Poder 
Ejecutivo. Por supuesto que después analizaremos con los compañeros de la Comisión qué curso le damos a 
esta situación. Creo que el Gobierno, no el Partido del Gobierno sino quien expresa la voluntad del Estado 
aquí hay decisiones del Estado que vienen de 1985, que también se produjeron en 1992- es responsable por lo 
que haga o deje de hacer, por lo que debería asesorarnos o ilustrarnos en cuanto a cuál fue el verdadero 
espíritu y alcance de aquellas decisiones. Reitero que el Partido de Gobierno no es responsable 
exclusivamente; lo bueno sería que objetiváramos la discusión y el análisis. Entonces, desde ese punto de 


vista, me va a interesar mucho saber en qué contexto se dio aquella decisión -porque no era legislador en ese 
entonces-, cuáles fueron los antecedentes legislativos y si en verdad implicó -como puede surgir de lo que 
ustedes plantean- el establecimiento de un privilegio para determinado sector de funcionarios. Sería bueno 
saber si en todo caso el propósito era beneficiar por segunda vez a los funcionarios de ANCAP en detrimento 
del resto de la Administración Pública o reparar una omisión que había quedado pendiente de 1985 cuando se 
votó la ley de restituidos. Nosotros tenemos la letra fría de la ley, pero sería importante conocer el sentido y 
el alcance de aquella decisión, para saber si estamos frente a una excepción que, así planteada, podría ser 
catalogada hasta de ilegítima porque benefició a una parte del universo de funcionarios públicos, o ante 
determinadas motivaciones o causalidades. 


Creo que en la definición de ese aspecto está la solución del tema por el cual están luchando legítimamente, 
pero respecto al cual nosotros tenemos que responder con seriedad y con la mente fría más que con el 
corazón caliente. Me parece que sería bueno recabar, analizar o profundizar en los antecedentes legislativos y 
para ello no será necesaria la posición del Poder Ejecutivo, sino que lo podemos investigar nosotros. Pero 
también deberemos recabar la opinión del Poder Ejecutivo para laudar la discusión, porque si no, me temo 
que seguirán pasando los meses, terminará el actual Período Legislativo y el año que viene ustedes volverán 
aquí para pedir lo mismo. Ese desgaste no es bueno para nadie y no es justo que nosotros lo prolonguemos 
innecesariamente. Creo que tenemos que ir definiendo esta cuestión. 


Reitero: si hubo una excepción indebida, creo que entonces el reclamo es legítimo, por cierto, y eso obligará 
a los Poderes públicos a actuar en consecuencia. Pero si aquella presunta excepción respondió en realidad a 
reparar una situación que se arrastraba de antes, todos tendremos que asumir -Gobierno y oposición- que la 
situación es diferente. Me parece que ahí está la clave de la cuestión. 


Lo dejo planteado, señor Presidente, porque se me ocurre que a esta altura de las circunstancias un camino a 
recorrer por nosotros podría ser recabar la posición del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Poder 
Ejecutivo o del ámbito que corresponda de la Administración Central y, por otra parte, nosotros también 
deberíamos abocarnos al análisis de los antecedentes parlamentarios. 


No está en la práctica de este país ni en la tradición nacional resolver los temas y legislar en un sentido tan 
inexplicable como el que aquí eventualmente pueda surgir de lo que estamos conversando. Es decir: no es 
una solución digna de la mejor tradición nacional favorecer a unos en detrimento de la mayoría. Parece 
bastante inexplicable. 


Por eso yo mismo, que en ese momento no era legislador, quiero saber qué pasó, porque me extraña que haya 
ocurrido en esos términos, me extraña que se haya conjugado una voluntad parlamentaria para aprobar una 
solución legislativa de esas características y me extraña que el Poder Ejecutivo de entonces o cualquier otro 
en su lugar no hubiera vetado una solución por definición injusta, que beneficiaba a solo un puñado en lugar 
de beneficiar al conjunto. Pero tal vez ocurrió. Me parece que es algo que vamos a tener que analizar y 
determinar porque en función de eso será lo que tengamos que hacer de ahí en adelante. 


SEÑOR PUPPO.- Respondiendo a lo que aquí se hablaba, nosotros tenemos alguna situación más de 
otorgamiento del beneficio del artículo 18, pero nuestros asesores nos dijeron que por ahora nos 
remitiéramos al tema ANCAP. 


Querría saber si en el año 1992, en el artículo 423, cuando se da a ANEP la posibilidad de tomar uno u otro 
camino -es decir, la recomposición de la carrera o el beneficio jubilatorio-, es opción para todos los 
restituidos de la ANEP o solo para aquellos que se hubieran anotado. Pero ese es otro tema. Vamos a 
remitirnos a ANCAP. 


En el artículo 34 de la Ley_N? 15.783 fueron incluidos todos aquellos que hubieran sido reparados por la Ley. 
N? 15.737, la ley de amnistía de marzo, y podían desde ese momento acogerse también al beneficio 
jubilatorio del artículo 18. 


Nosotros hemos juntado actas y documentos del trabajo de las Comisiones de ese momento. No nos gusta 
hablar de los compañeros, pero este es un tema en el que por ahí mañana dicen: "Miren que a un grupito de 
jubilados les dieron $ 2.000 más", y se arma un lío bárbaro. Entonces los restituidos nos quedamos callados 
la boca. El tema es así: aparentemente, la Federación ANCAP se mueve en ese momento y logra este 


beneficio del artículo 18. ¿Para quiénes? Para aquellos que se habían dormido, como yo o varios más que no 
hicieron la reserva. Tengo los nombres de varios de los beneficiados, pero no viene al caso. 


Otro tema pasa por el hecho de que si hay algo inequitativo sería esto. Por ahí se dice que no, que al día de 
hoy el funcionario podría acumular dos beneficios, si se le da el artículo 18 en la jubilación, pero no es así 
porque se debería proceder como se procedió en aquellas situaciones. Cuando el funcionario regresaba al 
trabajo, si bien hacía la reserva del derecho jubilatorio -se quedó quizá trabajando siete u ocho años-, cuando 
se presentaba para jubilarse le hacían el cálculo al 1% de marzo de 1985, al cargo al cual fue restituido. Quiere 
decir que no acumuló dos beneficios. 


Esa es otra situación que también queríamos comentar. Hay fórmulas para lograr una solución equitativa. 
Pero nada pudo ser más inequitativo que lo ocurrido en el año 1992 cuando en una ventanilla del BPS se 
presentaba un funcionario restituido para gestionar una pasividad por un 52% mientras que en la ventanilla de 
al lado otro tenía la suerte de lograr el doble. 


SEÑOR PERNAS.- En primer lugar, las organizaciones que nos apoyan han visto a juristas grado 5 de 
la Universidad que nos dan la razón. El amparo que se nos negó no refería a contenidos sino a la 
forma, porque había sido aprobado en una Rendición de Cuentas o algo por el estilo. 


SEÑOR PUPPO.- Tiene razón el señor Pernas y su puntualización me hizo recordar una cosa. 


Por supuesto que todo el mundo sabe que estos artículos 34 y 35 de ANCAP tres años después fueron 
declarados inconstitucionales, por el plebiscito de la seguridad social. Pero esto no quiere decir nada, porque 
las pasividades igual fueron otorgadas en el año 1992. Se declaran inconstitucionales, lógicamente, por 
modificar presupuestos de la seguridad social y varios artículos de la Ley_N” 16.320, entre otros estos dos. 
Pero las pasividades habían sido otorgadas tres años antes. Los juristas nos han aclarado que fue declarado 
inconstitucional por la forma y no por su contenido. 


SEÑOR PERNAS.- En cuanto al otro tema, sobre la ley de enseñanza, tengo aquí un documento que 
tiene que ver con mi solicitud de amparo a la Ley N” 17.620 -que es la ley a la que el señor Diputado 
Blasina se refiere-, que dice así: "Visto: estas actuaciones relacionadas con el planteamiento formulado 
por el Sr. Cervantes Pernas de amparo a lo dispuesto por la Ley_N” 17.620, de 17/2/2003.- Resultando: 
que el solicitante era docente de ANEP reingresando al organismo por imperio de la Ley _N” 16.783 
antes citada.- El Directorio del Banco de Previsión Social resuelve: declarar que el señor Cervantes 
Pernas no tiene derecho a lo previsto por la Ley N” 17.620, de 17/2/2003". 


SEÑOR PUPPO.- Quiero aclarar que el Banco de Previsión Social le negó el derecho de acceder al 
beneficio del artículo 18 hace poquitos años, cuando solicitó la pasividad, por no haberse anotado en el 
artículo 423 de la Ley N” 16.320. 


Anteriormente, en el año 1992, a través de la Ley N” 16.320 se establece que deben tomar la opción entre la 
recomposición de la carrera o la posibilidad de acceder a la jubilación mediante este beneficio del artículo 18. 
¿Quiénes? ¿Todos aquellos que fueron restituidos por la Ley_N* 15.783 de la ANEP o aquellos que hicieron 
la reserva de esa pasividad? Entonces, sería otro caso más dado fuera de plazo. 


SEÑOR PERNAS.- Quiero repetir una cosa que ya dije. Organizaciones tan importantes como COFE, 
entre otras, nos apoyan debidamente asesorados por juristas de real destaque. No estamos aquí 
improvisando nada. Creemos que ha habido errores 


-por supuesto que no mala fe, porque en ese caso ni vendríamos- que se pueden subsanar con el sano 
intercambio de ideas, de la mejor forma posible. No hay animosidad contra nadie, sino nada más que eso: 
aclarar situaciones. 


SEÑOR BLASINA.- Hoy no se va a agotar este intercambio, pero creo que el camino sugerido por el 
señor Diputado Pablo Abdala puede ser lo correcto para dilucidar de una vez este tema. Ciertamente, 
es la tercera o cuarta vez que los recibimos y, obviamente, si ustedes pidieran una nueva entrevista con 


la Comisión también los recibiríamos. Pero no se trata de dilatar esto sino de llegar a algunas 
conclusiones. 


En todo este tiempo ustedes seguramente han hablado con representantes de los Poderes Ejecutivos anteriores 
y del Poder Ejecutivo actual, y de allí debe surgir alguna opinión. De todos modos, nosotros no tenemos 
inconveniente en recabar una opinión directa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al respecto. Lo 
digo no solamente porque el Poder Ejecutivo tiene y tuvo la iniciativa en este asunto, hoy y ayer, por imperio 
constitucional, sino porque no queremos venir acá simplemente a escucharlos, para que ustedes se queden 
con la interrogante. Nosotros tampoco queremos quedarnos con esa interrogante. 


Si hay aspectos que no están claros, creo que es imperioso aclararlos de una vez y revisaremos ese tipo de 
trámite en la Comisión. Luego de que ustedes se retiren se considerará ese tipo de sugerencia, se tomará una 
resolución y luego les comunicaremos, si es que tenemos oportunidad de contar con una versión del Poder 
Ejecutivo sobre esto que ustedes plantean. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiera consultar a la delegación que nos visita si está agremiada en 
términos formales, si tiene una representación más o menos amplia. Obviamente, el universo al cual se 
dirigen ustedes es amplísimo porque estamos hablando de todos aquellos funcionarios restituidos que 
estén en esta situación en función de haberse acogido en 1985 a los beneficios de la ley. 


Desde ese punto de vista, quisiera saber a cuánta gente representan, si tienen una estimación aproximada. En 
los hechos representan a todos, porque si esto prospera va a beneficiar a todos los que están en esa situación. 
Quisiéramos saber cuánta gente se está movilizando por esto y a qué sectores de la Administración 
pertenecen; presumo 


que la respuesta también será amplia en el sentido de que representarán a gente de todos los ámbitos del 
sector público. 


SEÑOR PUPPO.- Se trata de gente de todos los organismos del Estado. Sabemos que en actividad 
quedan muy pocos. No creemos que pasen de quinientos en el país. Hay que tener en cuenta las 
reformas de las cédulas jubilatorias que fueran factibles, cuánta gente falleció y que ya pasaron veinte 
años. 


De todas maneras, quería aclarar al señor Diputado Blasina que tengo una idea de cuál es la respuesta del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social porque hemos intercambiado opiniones. Hemos recibido todo tipo 
de argumentaciones jurídicas. Lo que no han logrado rebatir es el tema de los artículos 34 y 35 de ANCAP, es 
decir, el otorgamiento de esas pasividades. No hay una argumentación al respecto, más allá de que eso fue 
declarado inconstitucional. Es cierto que fue declarado inconstitucional tres años después, pero las 
pasividades fueron otorgadas por una resolución de la Suprema Corte de Justicia del año 1995. 


La cantidad de jubilados la desconocemos pero está en el padrón del BPS. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a interiorizarnos del tema y a realizar las consultas pertinentes ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Banco de Previsión Social. Nuestro asesor legal se 
ocupará de la tarea de ubicar los antecedentes. 


SEÑOR PUPPO.- Aparentemente, al momento, habríamos logrado que el BPS hubiera reconocido el 
derecho que estamos planteando. La asesora del BPS que ha entrado en contacto con nuestra asesora 
ha transmitido esa opinión después de una larga discusión. Se reconocería que aquello que se dio en 
determinado momento se extienda al resto de los funcionarios. Reconocer el derecho es una cosa, pero 
debe haber voluntad política de darlo y de buscar la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero que esto figure en la versión taquigráfica para que luego podamos 
manejar las cosas en forma fehaciente ante el Ministerio y, eventualmente, frente al Banco de Previsión 
Social. 


¿Cuándo se realizó ese contacto o esa consulta con la asesora del Banco de Previsión Social? 


SEÑOR PUPPO.- Fue hace un mes. Me llamó nuestra asesora y me dijo: "Puppo, tengo una novedad. 
La asesora del BPS reconoce que tienen derecho". 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Este último dato no es para nada insignificante. El concepto de 
asesora es muy amplio. Quisiera saber de qué nivel jerárquico estamos hablando y, sobre todo, si al 
hablar con ustedes lo hizo en nombre del Directorio o estaba brindando una opinión personal que 
luego sería trasladada al Directorio. Lo pregunto porque hemos tenido varios antecedentes de 
situaciones en que, muchas veces, el Banco de Previsión Social ha ido bastante más rápido que el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PUPPO.- Según la doctora Alicia Artigas, que es asesora de COFE, la doctora Rosario Oiz 
habría reconocido el derecho. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Téngase presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En caso de que hubiera una concordancia con el planteo que formulan -no 
estoy adelantando opinión; debemos meternos objetivamente en el tema-, lo único que podemos hacer 
es sugerir al Poder Ejecutivo porque, de acuerdo con la Constitución, es el que tiene iniciativa en estos 
temas. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios destituidos del Estado) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


